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 DERECHO A LA SALUD Y A LA INTEGRIDAD PERSONAL / ACCESO EFICIENTE, OPORTUNO Y DE CALIDAD / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. “En el caso concreto, [a la accionante] se le remitió para que fuera atendida por parte de los especialistas en oftalmología y psiquiatría, así como la práctica de un examen; en ese sentido, es indiscutible el deber de la accionada de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes. Además, se puede evidenciar que los hechos narrados por la accionante se encuentran cubiertos con la decisión tomada por el Juez de primera instancia, pero a pesar de esto, la misma podría tornarse insuficiente en el evento que durante la asistencia a las citas con los especialistas se establezcan las patologías especiales que padece y le han venido generando malestares en su estado de salud, pues a pesar de que en la actualidad se desconoce la enfermedad base que presenta, la remisión a la atención por parte de especialistas deja notar una posible existencia de esas enfermedades, es claro entonces que el juez no previó ese tipo de situación, y por lo tanto es deber de esta Sala adicionar la sentencia de tutela de primera instancia en ese sentido.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-926 de 1999 / Sentencia  T-307 de 2007 / Sentencia T-016 de 2007/ Sentencia T-830 de 2006 / Sentencia T-136 de 2004 / Sentencia T-319 de 2003 / Sentencia T-133 de 2001 / Sentencia T-122 de 2001 / Sentencia T-079 de 2000 / Sentencia  T-518 de 2006 / Sentencia T-576/08.
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	660013187001-2016-00060-01
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	Juzgado Primero de Ejecución de Penas y M. de Seguridad 

	Decisión: 
	Confirma y adiciona


ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora MARÍA ELENA TASCÓN OLAYA, accionante en el presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 26 de septiembre del presente año, mediante el cual tuteló su derecho fundamental a la salud e integridad personal. 
ANTECEDENTES

Señaló la accionante que se encuentra afiliada a la EPSS Asmet Salud en el régimen subsidiado. 
El 4 de agosto del presente año fue remitida por el médico general, a consulta con especialista en oftalmología por una molestia presentada en su ojo derecho. 
El 1º de septiembre fue remitida igualmente por la Dra. Edna E. Cardona a los especialistas en Psiquiatría y Oftalmología, así mismo se le ordenó un “Doppler venoso de miembros inferiores”. 
Actualmente sólo ha conseguido cita para oftalmología, pero no para psiquiatría y tampoco se le ha practicado el “doppler”, pues según la entidad debe programarlas por vía telefónica, pero le es complicado hacer las llamadas pues tiene un problema de visión muy avanzado, por lo que debe acudir a terceras personas para que le ayuden, pero como nunca contestan le toca desfallecer en los intentos. Se acerca a la entidad para que le asignen las citas pero le reiteran que éstas deben hacerse telefónicamente. 
Con relación a la cita oftalmológica, fue valorada en Opticenter el 13 de septiembre, donde le indicaron que debía ser atendida por el especialista, indicándole que la orden entregada se vencía el día 16 de septiembre.  

Las citas y procedimientos ordenados por el médico tratante los requiere con urgencia pues su salud se ve más deteriorada cada día. 

Con base en los hechos narrados, solicitó el amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad, salud y vida digna; y como consecuencia de ello, ordenar a la accionada asignarle las citas con los especialistas y la práctica del examen señalados, de igual forma, que se le presten todos los servicios, procedimientos y se le suministren todos los medicamentos derivados de cada uno de los tratamientos mencionados, que sean ordenados por su médico tratante. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 14 de septiembre del presente año, y ordenó darle traslado de la demanda al Gerente de la la EPS-S ASMET SALUD y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda. 
Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante fallo del 26 de septiembre, tutelar los derechos fundamentales a la salud y a la integridad personal de la señora María Elena Tascón Olaya, y en consecuencia le ordenó al Representante Legal de la EPSS Asmetsalud que en el término de 48 horas, procediera a programar cita con los especialistas en oftalmología y psiquiatría, y realizar el procedimiento denominado Doppler venoso de miembros inferiores, de acuerdo a las indicaciones efectuadas por el médico tratante.  
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
La señora María Elena Tascón Olaya presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión adoptada por el Juez A-quo, señaló su inconformidad con el fallo básicamente porque el mismo no concedió el amparo a la salud de manera integral, pues su pretensión es que se le realicen todos los procedimientos, cirugías, exámenes y medicamentos, no simplemente las citas con los especialistas. 

Indicó que el oftalmólogo le mandó unos exámenes para iniciar el proceso con sus enfermedades y ya la entidad le dice que no hay agenda, sin embargo, cada día está perdiendo más su visión. 

Solicitó por lo tanto la integralidad de la acción de tutela.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Corresponde a esta Corporación establecer si se hace necesario modificar la decisión de primera instancia, para aclarar que debe garantizarse a través de este mecanismo la prestación integral de los todos los servicios en salud que requiera la accionante.  
El artículo 49 de nuestra carta magna, ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será el Estado el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población. Es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado la autonomía de dicho derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana. 

Se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente. Por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. 

Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Órgano de cierre constitucional ha precisado
:
“16.- Sobre este extremo, la Corte ha enfatizado el papel que desempeña el principio de integridad o de integralidad y ha destacado, especialmente, la forma como este principio ha sido delineado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del mismo modo que por las regulaciones en materia de salud y por la jurisprudencia constitucional colombiana. En concordancia con ello, la Corte Constitucional ha manifestado en múltiples ocasiones que la atención en salud debe ser integral y por ello, comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento de los tratamientos iniciados así como todo otro componente que los médicos valoren como necesario para el restablecimiento de la salud del/ de la paciente
. 

17.- El principio de integralidad es así uno de los criterios aplicados por la Corte Constitucional para decidir sobre asuntos referidos a la protección del derecho constitucional a la salud. De conformidad con él, las entidades que participan en el Sistema de Seguridad Social en Salud - SGSSS - deben prestar un tratamiento integral a sus pacientes, con independencia de que existan prescripciones médicas que ordenen de manera concreta la prestación de un servicio específico.  Por eso, los jueces de tutela deben ordenar que se garantice todos los servicios médicos que sean necesarios para concluir un tratamiento
.
A propósito de lo expresado, se distinguen dos perspectivas desde las cuales la Corte Constitucional ha desarrollado el principio de integridad de la garantía del derecho a la salud. Una, relativa a la integralidad del concepto mismo de salud, que llama la atención sobre las distintas dimensiones que proyectan las necesidades de las personas en materia de salud, valga decir, requerimientos de orden preventivo, educativo, informativo, fisiológico, psicológico, emocional, social, para nombrar sólo algunos aspectos.
 La otra perspectiva, se encamina a destacar la necesidad de proteger el derecho constitucional a la salud de manera tal que todas las prestaciones requeridas por una persona en determinada condición de salud, sean garantizadas de modo efectivo. Esto es, el compendio de prestaciones orientadas a asegurar que la protección sea integral en relación con todo aquello que sea necesario para conjurar la situación de enfermedad particular de un(a) paciente.

18.- De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, es posible concluir, entonces, que el principio de integridad (o principio de integralidad) corresponde a un contenido de la directriz general de prestación del servicio de salud con exigencias concretas de calidad. El principio de integridad puede definirse en general como la obligación, en cabeza de las autoridades que prestan el servicio de salud en Colombia, de suministrar los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, seguimiento de los tratamientos iniciados y demás requerimientos que los médicos consideren necesarios, para atender el estado de salud de un(a) afiliado(a); con límite únicamente en el contenido de las normas legales que regulan la prestación del servicio de seguridad social en salud y su respectiva interpretación constitucional en los términos expuestos con antelación. 

Con base en lo anterior, debe aclararse que en principio la integralidad debe ser garantizada por las empresas promotoras de salud en cabeza del Estado a todos sus afiliados, pues es su deber velar porque se brinde a cada uno de los servicios en salud que requieran los mismos, tales como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para las diferentes patologías, entre otros, es pues la garantía mínima que se debe preservar allí.  

Por otra parte, en lo que tiene que ver con la segunda faceta, sucede cuando se encuentra la imperiosa necesidad de que el Juez de tutela intervenga para amparar el derecho fundamental a la salud, en los casos en que el titular del derecho fundamental se encuentra padeciendo una patología específica y determinada que conlleve a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esa enfermedad  

En el caso concreto, verificado el escrito de tutela encuentra esta Corporación que a la señora María Elena Tascón Olaya se le remitió para que fuera atendida por parte de los especialistas en oftalmología y psiquiatría, así como la práctica de un examen; en ese sentido, es indiscutible el deber de la accionada de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes. 

Además, se puede evidenciar que los hechos narrados por la accionante se encuentran cubiertos con la decisión tomada por el Juez de primera instancia, pero a pesar de esto, la misma podría tornarse insuficiente en el evento que durante la asistencia a las citas con los especialistas se establezcan las patologías especiales que padece y le han venido generando malestares en su estado de salud, pues a pesar de que en la actualidad se desconoce la enfermedad base que presenta, la remisión a la atención por parte de especialistas deja notar una posible existencia de esas enfermedades, es claro entonces que el juez no previó ese tipo de situación, y por lo tanto es deber de esta Sala adicionar la sentencia de tutela de primera instancia en ese sentido.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad que le otorga la Constitución Política,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por parte del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, el 26 de septiembre del presente año, en el sentido de tutelar los derechos fundamentales a la salud e integridad personal de la señora MARÍA ELENA TASCÓN OLAYA.
SEGUNDO: ADICIONAR al fallo revisado un numeral ORDENANDO a la EPSS ASMET SALUD entidad brindarle tratamiento integral a la señora MARÍA ELENA TASCÓN OLAYA de ser necesario, en el caso en que de las citas con los especialistas se establezca que padece alguna patología específica.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sentencia T-576/08


� Consultar Sentencia  T-518 de 2006


� Esta posición jurisprudencial ha sido reiterada en diferentes fallos, dentro de los cuales pueden señalarse a manera de ejemplo los siguientes: T-830 de 2006, T-136 de 2004, T-319 de 2003, T-133 de 2001, T-122 de 2001 y T-079 de 2000.


� Sobre el particular se puede consultar las sentencias T-926 de 1999, T-307 de 2007 y T-016 de 2007, entre otras.
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